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Sobre:  Solicitud de 
certificado de 
necesidad y 
conveniencia para 
establecer 30 camas 
de cuidado agudo  en 
el Municipio de 
Hatillo  

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez 
Vicenty Nazario y la Juez Grana Martínez. 
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen, mediante recurso de revisión administrativa, el 

hospital Doctor Susoni Health Community Services, Corp. h/n/c Hospital 

Pavía Arecibo, Hospital Dr. Susoni, Inc., h/n/c Hospital Susoni y 

Metrohealth Central, Inc., h/n/c Hospital Metropolitano de la Montaña 

(Recurrentes) y nos solicitan que revoquemos la Resolución emitida el 10 

de septiembre de 2015,1 por el Departamento de Salud (Departamento). 

En ésta, el ente administrativo otorgó un Certificado de Necesidad y 

Conveniencia a favor de Hatillo General Hospital, LLC., para establecer 

un Hospital con 30 camas de cuidado agudo en el Municipio de Hatillo. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, adelantamos 

que confirmamos la Resolución recurrida. 

                                                 
1 La Resolución fue notificada y archivada en autos el 15 de septiembre de 2015. 
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I. 

El 10 de marzo de 2014, Hatillo General Hospital, LLC., 

(Recurrido), solicitó la concesión de un Certificado de Necesidad y 

Conveniencia (CNC) ante la Secretaría Auxiliar para la Reglamentación y 

Acreditación de Facilidades de Salud (S.A.R.A.F.S.), para establecer un 

hospital general con capacidad para 30 camas agudas, en el Municipio de 

Hatillo. El área de servicio a ser cubierta por el hospital propuesto es la 

sub-región de Arecibo, que comprende los municipios de Arecibo, Camuy, 

Hatillo, Lares, Quebradillas y Utuado. El 9 de abril de 2014, se publicó el 

edicto requerido en el periódico El Vocero de Puerto Rico,   conforme lo 

dispone la Ley Núm. 2 del 7 de noviembre de 1975, según enmendada, 

mejor conocida como la Ley de Certificados de Necesidad y 

Conveniencia, 24 LPRA sec. 334 et seq., (Ley Núm. 2).  Una vez 

realizado ese trámite, el Departamento notificó, mediante carta, la 

intención de Hatillo General Hospital para el establecimiento de las 30 

camas agudas a las instalaciones similares que prestan servicios en la 

sub-región de Arecibo. Los hospitales a los que se dirigió la comunicación 

fueron el Hospital General de Castañer, Hospital Dr. Susoni, Hospital 

Cayetano Coll y Toste y Hospital Metropolitano de la Montaña. 

Como resultado de esta notificación, los hospitales Dr. Susoni, 

Cayetano Coll y Toste, Hospital Metropolitano de la Montaña y Manatí 

Medical Center Dr. Otero López mostraron su interés de participar en el 

procedimiento administrativo en calidad de opositores. No obstante, el 9 

de marzo de 2015, el Departamento ordenó que este último participara 

del proceso como interventor, ya que el referido hospital pertenece a una 

región distinta a la zona en la que se pretende establecer el nuevo 

hospital. 

El 19 de marzo de 2015, las partes presentaron el Informe de 

Conferencia Preliminar a la vista en su fondo, que se celebró los días 19, 

20 y 27 de marzo de 2015. La prueba testifical de la parte recurrida 

consistió del testimonio del Dr. Edrick Ramírez y de la Dra. Ileana Irizarry 
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Medina. Asimismo, presentaron como prueba pericial el testimonio del 

ingeniero Rubén Ortiz Galarza y el perito economista, Vladimir Rivera. En 

tanto la parte opositora presentó los testimonios del Lcdo. Homar Pérez, 

director ejecutivo del Hospital Cayetano Coll y Toste, el CPA Héctor Ortiz, 

director de finanzas del Hospital Dr. Susoni y el CPA Agustín González 

Feliciano, director de finanzas del Hospital Metropolitano de la Montaña. 

Como prueba pericial presentaron el testimonio del CPA José A. Silva 

Rivera. Después de ponderar los testimonios de las partes y los 

documentos sometidos, la Oficial Examinadora que presidió la vista 

administrativa, Liza Ramírez de Arrellano, recomendó a la Secretaria de 

Salud que otorgara el Certificado de Necesidad y Conveniencia a Hatillo 

General Hospital para el establecimiento de 30 camas de cuidado agudo 

en el Municipio de Hatillo. El 11 de septiembre de 2015, el Departamento 

de Salud acogió el Informe de la Oficial Examinadora y otorgó el 

Certificado de Necesidad y Conveniencia, según solicitado. 

Inconforme con esta decisión, los Recurrentes acudieron ante 

nosotros y señalaron los siguientes dos errores: 

Erró el Departamento de Salud al otorgar un certificado de 
necesidad y conveniencia a una propuesta que no pudo 
demostrar ser un hospital. 
 
Erró el Departamento de Salud en la apreciación de la 
prueba al otorgar un certificado de necesidad y conveniencia 
para un hospital de 30 camas que incumple con los criterios 
generales y específicos del Reglamento 112 del 
Departamento de Salud. 
 
Con el beneficio de la comparecencia de las partes resolvemos. 

II. 

A. 

La Ley Núm. 2, supra, fue aprobada con el propósito de asegurar la 

planificación ordenada de las instalaciones y los servicios de salud en el 

País. Esta ley reconoce la facultad que tiene el Secretario del 

Departamento de Salud para otorgar un CNC para el establecimiento de 

nuevos centros de servicios de salud, cuando ello sea necesario y 

conveniente para la población y cuando no se afecten los servicios 
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existentes. Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. Borinquen, 149 DPR 121, 127 

(1999). 

El fin de la Ley Núm. 2 es garantizar al público la atención 

adecuada de sus necesidades de salud, reducir los costos de los 

servicios médico-hospitalarios y velar porque dichos servicios se presten 

en lugares donde exista mayor necesidad, en atención de su accesibilidad 

y complejidad. Asoc. Fcias. Com. v. Depto. De Salud, 156 DPR 105 

(2002). Así, el Artículo 2 dispone que toda persona interesada en adquirir, 

construir o desarrollar un nuevo servicio de salud tiene que obtener un 

CNC del Departamento de Salud. 24 LPRA sec. 334a.  

Esta Ley faculta, además, al o la Secretaria a adoptar un 

reglamento para regular lo relacionado a las solicitudes de CNC y 

establecer los criterios a considerar para expedir o denegar los mismos. 

El Artículo 3 dispone que, al establecer los criterios aludidos, el Secretario 

tomará en consideración: (1) las guías generales establecidas en la ley 

federal; (2) las guías establecidas en la propia Ley Núm. 2; y (3) la política 

pública y la estrategia de desarrollo adoptada por la Junta de Planificación 

de Puerto Rico, incluyendo el Plan de Desarrollo Integral. 24 LPRA sec. 

334b. Los aludidos criterios incluirán los siguientes:  

(1) La relación entre la transacción para la cual se solicita el 
certificado y el plan de desarrollo de servicios a largo plazo, 
si alguno, del solicitante. 
(2) La necesidad actual y proyectada que tiene la población 
a ser afectada por la transacción contemplada de los 
servicios que se proveerán mediante la misma. 
(3) La existencia de alternativas a la transacción para la cual 
se solicita el certificado o la posibilidad de proveer los 
servicios contemplados de manera más eficiente o menos 
costosa que la propuesta por el solicitante.  
(4) La relación entre el sistema de salud operante en el área 
y la transacción propuesta.  
(5) En el caso específico de solicitantes de certificados de 
necesidad y conveniencia para el ofrecimiento de servicios 
de salud, el Secretario deberá considerar también los 
siguientes factores: 

(a) La disponibilidad de recursos humanos y económicos 
para el rendimiento eficiente de esos servicios. 
(b) El impacto que la forma de proveer los servicios 
tendrá sobre las necesidades de entrenamiento clínico 
que puedan tener los profesionales de salud del área en 
donde los servicios habrán de prestarse. 
(c) El por ciento de la población del área a ser servida que 
tendrá acceso a los servicios propuestos. El Secretario 
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deberá exigir que la solicitud indique el tiempo que el 
solicitante necesitará para hacer disponible el servicio o 
equipo objeto de la petición o realizar el gasto objeto de la 
transacción. 24 LPRA sec. 334(b). 
 

En virtud de la Ley Núm. 2, se promulgó el Reglamento Núm. 112 

para Regir el Proceso de Evaluación de Solicitudes para el Otorgamiento 

de Certificados de Necesidad y Conveniencia, Reglamento 6786, 

aprobado el 20 de febrero de 2004, en adelante Reglamento 112. Dicho 

Reglamento establece una serie de factores y criterios que deben regir la 

evaluación de las solicitudes de CNC. Específicamente, el Artículo VI 

establece las guías generales que debe considerar el Secretario al 

evaluar las solicitudes de CNC de los centros de salud, esencialmente 

idénticos a los que dispone la Ley Núm. 2, supra, con el requisito 

adicional de establecer “una demanda por los servicios a ofrecerse, que 

sobrepase la oferta en aquella cantidad que sea suficiente para permitir la 

viabilidad de la facilidad de salud propuesta”.  

Ahora bien, al evaluar una solicitud de CNC el Secretario deberá 

tomar en consideración, además de los mencionados criterios generales, 

ciertos criterios particulares establecidos para cada tipo de instalación o 

centro de salud. En lo pertinente al caso de autos, el Art. III, inciso 21 del 

Reglamento 112, supra, define “Hospital” como una “institución que 

primordialmente provee servicios a pacientes recluidos, por o bajo 

supervisión médica; estos servicios incluyen diagnóstico, tratamiento, 

cuidado o rehabilitación de personas lesionadas, impedidas o enfermas. 

Incluye tanto hospitales generales como especializados”. Para establecer 

un hospital general, el Secretario considerará los siguientes requisitos 

particulares:  

1- Se establece una norma general de 2.5 camas de 
cuidado agudo por cada 1,000 habitantes, para el 
establecimiento de nuevos hospitales. Sólo se tomarán en 
consideración aquellas camas agudas que estén en uso a 
menos que al momento de la evaluación de la solicitud, 
alguno de los hospitales del área de servicio demuestre que, 
en un término no mayor de seis (6) meses, tendrá en uso 
aquellas camas para las que tiene una certificación de 
vigencia, expedida por el Secretario. 
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2- No se autorizará el establecimiento de un hospital a 
menos que los establecidos en el área de servicio2, estén 
operando en un 80% de ocupación promedio, en los 
últimos 12 meses consecutivos. Para el promedio de 
ocupación, sólo se tomará en consideración las camas de 
cuidado agudo de hospitales generales que estén en uso. 
 
3- El solicitante incluirá prueba documental que posee la 
capacidad de reclutar personal de enfermería para atender 
las necesidades de la población que se propone servir. 
 
[…] 
(Énfasis nuestro). Art. VII(A) del Reglamento 112, supra.  
 
Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que el Secretario debe 

considerar todos los criterios antes mencionados al determinar si expide o 

deniega una petición. Al respecto, el Artículo VII del Reglamento 112, 

supra, señala que este posee “discreción para atemperar, modificar o 

paralizar la aprobación de certificados de necesidad y conveniencia, 

según sea necesario, para garantizar la salud de la población y el mejor 

acceso a los servicios de salud”. Dispone, además, que cuando una 

solicitud para un CNC “no llene uno o más de los criterios aplicables, la 

solicitud podrá ser denegada”. En estos casos, “el Secretario tiene 

discreción para denegar el certificado o, por implicación, para concederlo, 

si ello es necesario y conveniente. De la misma forma tiene discreción 

para obviar un criterio reglamentario, cuando ello sea procedente”. 

(Énfasis nuestro). Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. Borinquen, supra, pág. 

133. Debemos recordar, que la determinación de otorgar un CNC 

“requiere la evaluación de muchas circunstancias y factores complejos, y 

la ponderación de varios criterios diversos”. Id., pág. 132.  

Ahora bien, nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que dicha 

discreción no es ilimitada. Por tanto, ha indicado claramente que “el 

legislador dejó en manos del Secretario la determinación de conceder o 

denegar los certificados requeridos, sujeto a unas guías y criterios, que 

aparejan un ámbito de discreción. Son precisamente estas guías las 

que garantizan que las decisiones del Secretario o Secretaria no sean 

arbitrarias”. (Énfasis en el original). Asoc. Fcias. Com. v. Depto. de Salud, 

                                                 
2 Se refiere a la sub-región; es decir, en este caso se refiere a la sub-región de 

Carolina.  
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supra, pág. 141 (2002). Específicamente, el Secretario debe establecer 

“unos estándares manejables y determinados, aunque no inflexibles, para 

garantizar que todos los solicitantes reciban un trato igual y justo”. Id., 

pág. 144. Tales parámetros serán “flexibles pero específicos (tan estrictos 

o tan laissez faire como crea conveniente) para que las decisiones no 

puedan ser arbitrarias”. Id., pág. 145.  

B. 

Por otra parte, es norma reiterada que al revisar las 

determinaciones de los organismos administrativos, los tribunales 

apelativos le conceden gran consideración y deferencia. Esto es así, 

debido a la vasta experiencia y conocimiento especializado que tienen los 

organismos administrativos sobre los asuntos que le son encomendados. 

Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); Vélez v. 

A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006). Por tal motivo, las decisiones 

administrativas gozan de una presunción de regularidad y corrección que 

debe respetarse, mientras la parte que las impugne no demuestre con 

suficiente evidencia que la decisión no está justificada. JP, Plaza Santa 

Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 (2009).3  

La revisión judicial de los dictámenes administrativos está limitada 

a determinar si hay evidencia sustancial en el expediente para sostener la 

conclusión de la agencia o si esta actuó de forma arbitraria, caprichosa o 

ilegal. Vélez v. A.R.P.E., supra. El criterio rector para examinar una 

decisión administrativa es la razonabilidad de la actuación de la agencia 

recurrida. Hernández, Álvarez v. Centro Unido, supra. Por tanto, si a la 

hora de examinar un dictamen administrativo se determina que: (1) la 

decisión administrativa no está basada en evidencia sustancial; (2) la 

agencia erró en la aplicación de la ley; (3) el organismo administrativo 

actuó de manera irrazonable, arbitraria o ilegalmente; o (4) su actuación 

lesiona derechos constitucionales fundamentales, entonces la deferencia 

                                                 
3 Citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004); Henríquez v. Consejo 

Educación Superior, 120 DPR 194 (1987). 
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hacia los procedimientos administrativos cede. Empresas Ferrer, Inc. v. 

A.R.P.E., 172 DPR 254, 264 (2007). 

Ahora bien, si una parte afectada por un dictamen administrativo 

impugna las determinaciones de hecho, esta tiene la obligación de 

derrotar con suficiente evidencia, que la decisión del ente administrativo 

no está justificada por una evaluación justa del peso de la prueba que 

tuvo ante su consideración.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 

(2004). De no identificarse y demostrarse esa otra prueba en el 

expediente administrativo, las determinaciones de hechos deben 

sostenerse por el tribunal revisor, pues el recurrente no ha logrado rebatir 

la presunción de corrección o legalidad. O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 

98, 118 (2003).  

En cuanto a las determinaciones de derecho de un ente 

administrativo, el Tribunal Supremo ha dicho que distinto a las 

determinaciones de hecho, el tribunal las puede revisar en todos sus 

aspectos, sin sujeción a norma o criterio alguno. Sin embargo, esto no 

quiere decir que un foro apelativo pueda descartar las conclusiones y 

sustituir el criterio del ente administrativo por el suyo. En estos casos, 

también los tribunales apelativos les deben deferencia a los organismos 

administrativos. Rebollo v. Yiyi Motors, supra. 

III. 

En su primer señalamiento de error, los Recurrentes nos señalan 

que la instalación médica que propone la parte recurrida no es un hospital 

propiamente, ya que ésta no contempla ofrecer en sus instalaciones los 

servicios básicos que debe tener un hospital general, tales como sala de 

emergencia, laboratorio clínico, laboratorio radiológico, MRI, CT Scan, 

unidad de intensivo, servicios de médicos especialistas, terapia física, 

entre otros. Argumentaron que es requisito que el hospital cuente con su 

propio departamento de radiología. Arguyeron, además, que el 

Reglamento 117 para Reglamentar el Licenciamiento, Operación y 

Mantenimiento de los Hospitales en el Estado Libre Asociado de Puerto 
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Rico, Reglamento 6921, aprobado el 1 de diciembre de 2004, enmendado 

por el Reglamento 7634, Reglamento 117-A, aprobado el 20 de 

noviembre de 2008, en adelante Reglamento 117,  no autoriza contratar 

con otra facilidad externa los servicios ancilares que deben ser provistos 

por el hospital. 

Como cuestión de umbral, debemos establecer que el propuesto 

hospital tiene acordado proveer los alegados servicios básicos a sus 

pacientes a través de un contrato con el CDT Hatillo Medical Center, 

P.S.C., que se encuentra bajo construcción.4 Tanto el CDT, como el 

Hospital estarían ubicados en el mismo predio de terreno y se vislumbra 

que el Hospital sea construido contiguo a éste. Según surge de las 

determinaciones de hechos de la Oficial Examinadora, el CDT contaría 

con una sala de emergencia, rayos x, farmacia y laboratorio clínico, entre 

otros servicios. La instalación médica propuesta pretende contratar los 

servicios que alegan los Recurrentes debe ofrecer el hospital en sus 

instalaciones, práctica que no es ajena a algunas instituciones 

hospitalarias en el País.5 

Después de revisar el Reglamento 112, supra, no advertimos 

ninguna cláusula que específicamente obligue a la instalación médica  

hospital propuesta a proveer directamente estos servicios. Es importante 

destacar que el Reglamento 117, supra, al que hacen referencia los 

Recurrentes, no es de aplicación a la causa que tenemos antes nuestra 

consideración. La definición de Hospital que nos presenta nos pareció 

bastante ilustrativa. Veamos a continuación la definición que nos ofrece el 

Reglamento 112, supra, sobre qué constituye un hospital: 

21. Hospital – Institución que primordialmente provee 
servicios a pacientes recluidos, por o bajo supervisión 
médica; estos servicios incluyen diagnóstico, tratamiento, 
cuidado o rehabilitación de personas lesionadas, impedidas 
o enfermas. Incluye tanto hospitales generales como 
especializados. 
 

                                                 
4 Véase la página 57 del Apéndice. 
5
 Véase, pág. 110 de la TPO.  
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También, el Reglamento define los centros de diagnóstico y 

tratamiento como sigue: 

7. Centro de Diagnóstico y Tratamiento - Una facilidad 
independiente u operada en combinación con un hospital, 
que provee servicios de salud integrados, para el 
diagnóstico y tratamiento de pacientes ambulatorios, con 
sala de emergencia; y que presta o hace disponibles, 
mediante arreglos con otras facilidades de salud, servicios 
de radiología convencional, farmacia y laboratorio clínico. 
(Énfasis nuestro). 
 
Por su parte, el Reglamento 117, supra, define hospital como: 

(a) Hospital – significa una facilidad debidamente constituida 
como tal para prestar servicios a la comunidad. Dichos 
servicios incluyen: diagnóstico para enfermedades y/o 
lesiones y tratamiento gineco-obstétrico a pacientes 
hospitalizados. Además, incluye los servicios médicos 
auxiliares mínimos necesarios de acuerdo al tipo de 
hospital los cuales pueden ser prestados en la misma 
facilidad o por contrato. (Énfasis nuestro). 

 
 

Como vemos, tanto el Reglamento 112, supra, como el 

Reglamento 117, supra, no establecen que un hospital deba tener  

necesariamente en su facilidad una sala de emergencia, un laboratorio 

clínico, un centro de radiología, entre otros servicios. El Reglamento 117, 

supra, aclara que en caso de no prestarlos, tales servicios pueden ser 

contratados.  

Como bien describió la Oficial Examinadora durante la vista en su 

fondo, la solicitud de un CNC para el hospital propuesto presenta una 

“situación novel para el foro.”6 

“Yo me di a la tarea de sentarme a investigar, porque 
puede que haya un caso que puede que tenga algo similar 
con el caso de autos, pero es una situación que es… novel 
ante el foro, es novedoso ante el foro… el Reglamento no 
va ni para un lado ni para el otro, obviamente, un hospital 
tiene una cantidad de servicios que tiene que ofrecer a sus 
pacientes, pero el Reglamento no dice cómo los va a 
ofrecer, ¿verdad? 

 
Tampoco se aleja de la realidad que hay hospitales que 

tienen sus servicios, en muchos casos, que están 
subarrendados, están subarrendados…7 (Énfasis nuestro). 

 
En fin, al igual que la Oficial Examinadora, no hemos encontrado 

ninguna disposición legal o reglamentaria que  establezca que un hospital 

                                                 
6 Véase la página 110 de la Transcripción de la Prueba (TPO). 
7 Véase la página 110 de la TPO. 
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deba necesariamente ofrecer estos servicios dentro de sus facilidades 

directamente. Aunque en la práctica existen hospitales especializados 

que comparten salas de emergencia y facilidades con un CDT, así como 

han surgido casos de CDT que se han transformado en hospitales, según 

expresó la Oficial Examinadora, nada en la ley prohíbe que un hospital 

general, que atiende camas agudas, no pueda sub-arrendar estos 

servicios.8 En consecuencia, entendemos que el error señalado no se 

cometió. 

Por otro lado, los Recurrentes nos plantean que el Departamento 

erró en la apreciación de la prueba que desfiló en la vista en su fondo y su 

consecuente acción de otorgar un CNC a un hospital que incumple con 

los requisitos exigidos por la Ley Núm. 2, supra, y los criterios generales y 

específicos que establece el Reglamento 112, supra. Veamos. 

Como cuestión de umbral, el Reglamento 112, supra, dispone lo 

siguiente: 

En el proceso de evaluar las solicitudes para la 
concesión de un Certificado de Necesidad y Conveniencia, 
el Secretario de Salud tomará en cuenta, en la medida que 
sean de aplicabilidad al caso, los siguientes factores o 
criterios evaluativos generales; disponiéndose que en el 
referido proceso evaluador el Secretario mantendrá la 
discreción necesaria para sopesar y examinar dichos 
criterios, en aquella forma y manera que facilite el poner 
en vigor las disposiciones de la Ley Núm. 2 del 7 de 
noviembre de 1975, según enmendada y la política 
pública del Departamento de Salud. (Énfasis nuestro). 

 
Además, el Secretario de Salud tendrá discreción para 

atemperar, modificar o paralizar la aprobación de 
certificados de necesidad y conveniencia, según sea 
necesario, para garantizar la salud de la población y el mejor 
acceso a los servicios de salud. 

 
A tenor con lo anterior y luego de examinar la prueba documental y 

testifical, no hallamos que el Departamento haya abusado de su 

discreción al aquilatar la prueba presentada. Examinados los criterios 

generales y particulares dispuestos necesariamente, entendemos que el 

Recurrido cumplió cabalmente con lo exigido en el Reglamento 112, 

supra, según expuso el Departamento en su Resolución.  La evaluación 

                                                 
8 Véase las páginas 111 y 112 de la TPO. 
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para otorgar un CNC requiere un conocimiento especializado que permita 

ponderar diversos criterios, circunstancias y factores complejos. Lab Inst. 

Med. Ava. v. Lab. C. Borinquen, supra. Por ello, la Ley Núm. 2, supra, y el 

Reglamento 112, supra, le concede discreción al Departamento de Salud 

para examinar y balancear los criterios establecidos y pertinentes a este 

tipo de gestión de modo que se dé cumplimiento a la política pública del 

Departamento. 

En el caso de autos, la fórmula para determinar la necesidad y 

conveniencia para establecer el Hospital propuesto se llevó a cabo 

conforme al criterio particular  y los límites que establece el Reglamento 

112, supra. Este dispone que como norma general se establecerán 2.5 

camas de cuidado agudo por cada 1,000 habitantes. Solo se tomarán en 

consideración aquellas camas agudas que estén en uso en la sub-región 

donde se pretende operar. Al aplicar esta fórmula, el Recurrido pudo 

demostrar la falta de camas de cuidado agudo que necesitaba la sub-

región de Arecibo.9 

En consecuencia, no podemos concluir que la parte recurrente 

haya podido rebatir con suficiente evidencia contenida en el expediente la 

presunción de regularidad y corrección que posee la determinación 

recurrida, ni que el Departamento se halla excedido en sus atributos y 

sano discernimiento al conceder el CNC en controversia. JP, Plaza Santa 

Isabel v. Cordero Badillo, supra.  En el ejercicio de nuestra función 

revisora somos del criterio que el Departamento no actuó de forma 

arbitraria, caprichosa o ilegal al otorgar el CNC a la parte recurrida. Vélez 

v. A.R.P.E., supra. 

Por tanto, procede reconocerle la deferencia merecida en la 

evaluación y determinación tomada como entidad con conocimiento 

especializado en el asunto bajo consideración, conforme lo dicta el 

derecho administrativo.  

IV. 

                                                 
9 La Sub-región que corresponde al municipio de Hatillo, donde el Recurrido 
pretende edificar el hospital propuesto, es Arecibo. Esta se compone de los 

municipios de Arecibo, Camuy, Hatillo, Lares, Quebradillas y Utuado. 
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Por los fundamentos que anteceden, confirmamos la Resolución 

recurrida. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


